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INTRODUCCION

En el régimen pensional colombiano, reformado con la Ley 100/93, coexiste y compite con el sistema privado basado en los fondos pensionales y el público organizado en el ISS.  Este sistema ha jugado un papel importante en la financiación del estado y ha sido un sostén para superar la crisis de legitimidad política en que se vio envuelta el anterior gobierno por la financiación de la campaña con dineros provenientes del narcotráfico.

En la actualidad el gobierno de Andrés Pastrana, en virtud de un acuerdo firmado con el FMI, tramita ante el Congreso un proyecto de Ley que intenta llevar a cabo un ajuste al sistema  pensional, que en lo fundamental reposa sobre el recorte de beneficios para los futuros jubilados y el aumento significativo en la edad de pensión.  Esta situación fortalece la presencia de procesos de financiarisation y en particular favorece a los fondos privados de pensiones.

Frente al conjunto de la población la reforma se justifica por la necesidad de reducir el déficit fiscal y salvar las finanzas públicas.  Sin embargo, estas medidas acentuarán aún más el déficit por la existencia de los bonos pensionales, los cuales se reconocen cuando hay transferencias de afiliados desde el sistema público hacia el privado.  Por efectos de la recesión económica la cobertura efectiva ha disminuido significativamente y sólo un 16% de la población de la tercera edad disfruta en Colombia del derecho de una pensión; esta circunstancia hace que el conjunto de la población perciba como “extraño” el sistema pensional y no como un derecho social.

El proceso deliberado que desde el Estado se hace para debilitar el sistema público y la crisis económica que ha disminuido la extensión de la relación salarial, se convierten en un camino para marchar hacia la monopolización del sistema pensional por parte de los fondos privados y agudizar aun más el proceso de concentración del mercado de capitales.

1.  PROCESO DE REFORMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL EN COLOMBIA

La transformación del sistema de seguridad colombiano, vigente desde la Ley 90 de 1946, está inserto en la dinámica generada por el cambio de modelo de desarrollo que se lleva a cabo no sólo en Colombia sino en buena parte de América Latina.  En esta perspectiva, la reforma también hace parte de las tendencias de transformaciones de los sistemas de seguridad social que se aplican en la región, las cuales tienen como base las propuestas ortodoxas del Banco Mundial, pero se modifican gracias a los debates parlamentarios y públicos de los proyectos gubernamentales.
1.1.  EL CONTEXTO DE LOS MODELOS DE SEGURIDAD SOCIAL EN  AMERICA  LATINA                   

En los países donde se desarrolló el capitalismo tardío como lo es América Latina, el modelo de seguridad social se construyó con base en  la propuesta que el cancilller Bismarck introdujo en Alemania a mediados de 1880; el sistema descansaría sobre la relación salarial y tendría las siguientes especificidades: “Programas separados para atender los diversos riesgos (principalmente los profesionales, pensiones y enfermedad en general). Cobertura obligatoria restringida a la fuerza laboral asalariada (principalmente la urbana y vinculada a lo que hoy se considera empresas ‘formales’).  Cotizaciones establecidas sobre los salarios y aportadas por los asegurados, por las empresas que los emplean, y a veces también por el Estado (no sólo como empleador sino como subsidiador). Prestaciones (especialmente las pensionales) directamente relacionadas con las cotizaciones.  Regímenes técnico financieros de capitalización para las pensiones (esto es, basados en los ahorros de los aportes y sus rendimientos)”
.

La adopción de ese modelo se hace sin tener en cuenta la propuesta de seguridad social presentada por Willliam Beveridge, articulada a la formación de los Estados de Bienestar y con fuertes influencias del pensamiento de John Maynard Keynes.  La característica principal del Plan es un sistema de seguros sociales que comprende seis principios fundamentales: uniformidad de la tasa de beneficio de subsistencia, uniformidad de la tasa de contribución; unificación de la responsabilidad administrativa; suficiencia del beneficio; amplitud y clasificación”
.

El plan tenía como peculiaridad, que abarcaba a todos los ciudadanos y no sólo a los que tenían un contrato laboral; su financiación tomaba el camino de los aportes fijados sobre los salarios o vía el sistema tributario.  De esta forma se introducen los dos modelos de financiamiento de la seguridad social : el aseguramiento según el nivel salarial - que supone la existencia   del contrato de trabajo - y  el modelo de transferencias sociales vía el sistema impositivo y que está más articulado al contrato social y al ejercicio de los derechos sociales que implica el carácter de ciudadanía
 .    

Al estar articulado al comportamiento del mercado laboral, el modelo de seguridad social elegido en América Latina está expuesto a continuas crisis, lo que se convierte en uno de los rasgos comunes de la mayoría de los países de la región.  Indicadores como la evasión, la baja cobertura sobre todo en materia de riesgos profesionales y en el sistema pensional, las dificultades financieras y la inequidad en las prestaciones condujeron a los economistas de la corriente principal a recomendar la transformación de la previsión social; las modificaciones fueron tomadas mediante la asesoría del Banco Mundial y en el marco de las políticas de ajuste.  Por ejemplo en Argentina era preocupante la evasión, a comienzos de 1991, “alrededor de 36% de la población económicamente activa era evasora potencial del sistema previsional; por la situación de desempleo o subempleo (...) de los trabajadores autónomos el 70% no estaban aportando al Sistema Nacional de Previsión Social”
. Las dificultades financieras del modelo argentino de seguridad social se acentuaron con la hiperinflación
 desatada entre 1988 y 1989.

En el caso uruguayo  la legislación sobre seguridad social se comenzó a gestar en el segundo decenio del presente siglo.  Este país se ve afectado por la transición demográfica donde la población tiende a envejecer ; la relación activo - pasivo (es decir aquellos que se encuentran disfrutando de una pensión) se ubicó en 1.4 trabajadores que cotizan por uno que se encuentra jubilado.  Esta es una de las razones por las cuales los gastos del sistema se  han venido incrementando.  Así, en “1989 el sistema de seguridad social implicaba un gasto aproximado de 10.39% del PIB, porcentaje que creció año tras año para llegar  en 1995 a casi 15%, manteniendo una tendencia creciente.  Para cubrir este gasto el IVA se elevó a 23% para destinar siete puntos a dicho sistema. Cabe señalar que 

más del 80% del gasto del sistema cubre los riesgos de vejez, invalidez y sobrevivencia”
.

La baja cobertura y el reducido número de personas que tienen derecho a la jubilación, condujeron a México a instaurar un nuevo sistema de seguridad social
 que comenzó a regir a partir del 1 de Enero de 1997. Además de estos dos aspectos, los argumentos que se adujeron para justificar la reforma giraron en torno a : la inviabilidad financiera del antiguo sistema, su poca transparencia y eventual carácter inequitativo ; también la necesidad de revertir sus efectos negativos en el ahorro nacional, el mercado de capitales, el empleo y, por esas vías, el crecimiento del país y el bienestar para su población
. 

1.2.  LA PROPUESTA DE LA ORTODOXIA ECONOMICA SOBRE EL REGIMEN PENSIONAL 

La necesidad de superar las limitaciones propias de los sistemas de seguridad social en los países del continente, pero sobre todo a la urgencia de articular estos sistemas a los imperativos del crecimiento económico condujeron a los gobiernos a emprender, como lo denomina Monika Queisser, la segunda generación de reformas en América Latina, las cuales fueron tomadas en el contexto de la presión del FMI para reformar los sistemas de seguridad social dado los problemas fiscales que enfrentaban.  Estas fueron aplicadas teniendo como base la experiencia Chilena y se tomaron en países como Argentina, Perú, Colombia, Uruguay y México. El rasgo común a las transformaciones operadas son :“la racionalización y unificación de los regímenes generales y especiales imperantes, la reducción de los niveles de prestación y condiciones de elegibilidad menos generosas, por ejemplo en materia de edad jubilatoria y años de cotización exigidos. En todos los países, el papel del Estado cambió y pasó de una función de financiamiento del suministro de seguridad en la vejez a la reglamentación de ésta”
. 

El marco de las Reformas se inscribe tanto en la experiencia Chilena como en los análisis de los economistas agrupados en torno al Banco Mundial, quienes sistematizan un conjunto de investigaciones en un informe titulado “Envejecimiento sin crisis” ; con este documento trazan las pautas que deben seguir los cambios en los sistemas previsionales. Según este organismo los problemas de cualquier sistema de seguridad social se solucionan con la privatización del mismo ; las falencias de los planes públicos de pensiones con beneficios definidos que funcionan principalmente teniendo como directriz los modelos de reparto reiteran la necesidad de transformar radicalmente los regímenes  pensionales
. 

Quizá la preocupación central de este organismo gira en torno a los obstáculos que presentan los planes públicos al desarrollo del mercado de capitales. Por el contrario las cuentas de ahorro personal con administración privada contribuyen a fortalecer este mercado, además causan menos distorsiones en los mercados laborales y pueden estar exentas a las manipulaciones políticas ya sea por parte de los gobiernos o de grupos de presión, en particular de los trabajadores
.

Las reformas a los sistemas de seguridad social sugeridas por el estudio del Banco Mundial tendrían como línea de conducta separar la función de ahorro de la política de redistribución del ingreso ; para tal efecto se propone una solución de tres pilares  básicos : el público que tendría como objetivo reducir la pobreza en la vejez y que sería asumido por el Estado y financiado mediante el cobro de impuesto ; el segundo de carácter obligatorio que estaría conformado por cuentas de ahorro individual administrado por el sector privado y reglamentado por el Estado ; y el último sería el de los planes de ahorro voluntarios, ocupacionales o personales que buscaría protección adicional para aquellas personas que desearan beneficios.

1.3.  LA REFORMA PENSIONAL EN COLOMBIA - LEY 100 DE 1993

La Ley 100 de 1993, que modificó  el sistema de seguridad social en Colombia, hizo parte del paquete de reformas adelantadas al inicio de la década de los noventa.  De acuerdo con el Plan de Desarrollo presentado por el gobierno a principios de los noventa, las restricciones al desarrollo económico y social del país  estaban asociadas al “rezago de las instituciones y a la pérdida de conexiones con el mundo exterior (...) la falta de competencia externa e interna, la escasa movilidad de recursos de capital y trabajo y la ineficiente asignación del ahorro, en contra de actividades con mayores externalidades (como capital humano) o con mayor productividad potencial de capital (como la agricultura, la pequeña producción urbana o la infraestructura de transportes), han entrabado el crecimiento y han impedido una distribución más equitativa de sus beneficios”

Las reformas estructurales comenzaron con el desmonte de las restricciones administrativas a las importaciones y en agosto de 1994 se aceleró el proceso de apertura.  A partir de ese momento el 97% de las posiciones arancelarias quedó en régimen de libre importación y disminuyó la tarifa promedio del arancel hasta el 22%.  A través de la Ley 50 de 1990 se flexibilizó el mercado laboral.  Para el sistema financiero se expidió la Ley 45/90 con el objeto de aumentar la competencia del sector.

Las consideraciones expuestas por el gobierno para reformar la seguridad social, se referían más al campo económico que a las motivaciones de orden social:  “El sistema vigente (heredado de la Ley 90 de 1946) no es financieramente viable y produce un impacto económico desfavorable, es fundamentalmente inequitativo y de imposible expansión para ampliar la cobertura.  Las deficiencias son estructurales y no se superan con ajustes administrativos, o de cotizaciones y beneficios; por lo tanto se requiere un régimen enteramente distinto”

La deuda implícita del sistema de seguridad social era otro de los argumentos para modificar substancialmente el sistema; según el gobierno : “el valor presente neto (al 5% anual) de las obligaciones del ISS con los pensionados actuales y quienes ya han alcanzado los derechos correspondientes, hasta 1992, es de $4.7 billones, mientras que las reservas hasta la fecha ascienden tan sólo a $420.000 millones. Las pensiones adeudadas en el sector público tienen un valor presente de otros $5.05 billones, con lo cual la deuda total ya heredada vale $ 9.075 billones, o 30.7% del PIB del año de 1992, monto cercano ya a la deuda de la nación (35% del PIB y a cuyo pago ya no contribuirán los causantes)”
. 

Para llevar a cabo la  nueva reforma se toman los datos brindados por la comisión de racionalización del gasto y las finanzas públicas, la que manifiesta que “los efectos totales sobre el presupuesto público de la Ley 100/1993 unidos al déficit pensional del ISS, indican que en materia pensional y de salud el Estado ha contraído obligaciones adicionales por el equivalente del 1.2% del PIB por año durante el período 1996-1998.  Si las obligaciones de la Ley 100/93 se mantuvieran inmodificadas, se podrían tener presiones adicionales para el fisco central por el equivalente del 1.6% del PIB por año hacia finales de la década y el 3% del PIB anual hacia el 2025 equivalentes a US$20.500 millones en dólares de hoy”
.  El panorama es crítico en los entes territoriales una buena parte del presupuesto se está destinando a cancelar las mesadas pensionales; si a esto se le suma el valor de los bonos pensionales, - que surgen de convertir una deuda social en una deuda privada, en tanto los traslados del régimen de reparto al de capitalización individual - van a generar una aguda crisis fiscal.

El sistema de seguridad social adoptado en Colombia está compuesto por los sistemas generales de pensiones, salud y riesgos profesionales.   El proyecto inicial de la reforma a la seguridad social contemplaba únicamente los cambios al sistema pensional, pero el debate parlamentario y público en torno a la propuesta gubernamental indujo a introducir el sistema de salud dentro del nuevo esquema propuesto por el gobierno.  Una característica distintiva del sistema es la interacción competitiva entre los sectores público y privado.

En el sistema pensional se establecieron dos subsistemas:  a) régimen de prima media con prestación definida y b) régimen de ahorro individual con solidaridad; para garantizar la solidaridad del sistema se crea el Fondo de solidaridad pensional.   El primer subsistema es un régimen solidario de prestación definida, administrado por una institución pública; los aportes de los afiliados y sus rendimientos constituyen un fondo común de naturaleza pública que garantiza el pago de las prestaciones; por su parte, el Estado se compromete a garantizar el pago de los beneficios a que se hacen acreedores los afiliados.  El segundo subsistema está basado en el ahorro proveniente de las cotizaciones y sus rendimientos financieros, bajo la garantía de una rentabilidad mínima establecida por el gobierno; la obtención de la pensión dependerá de la magnitud de ese ahorro individual. 

Para que el sistema basado en el ahorro individual tuviese algún grado de solidaridad se creo el Fondo de Solidaridad Pensional, que es una cuenta especial de la Nación administrada en fiducia, está alimentado con un porcentaje de cotización sobre el salario de los afiliados que devengan más de 2 salarios mínimos, aportes del presupuesto nacional, donaciones y multas; el objetivo de este fondo es subsidiar los aportes al régimen pensional a aquellos trabajadores que carezcan de recursos para efectuar la totalidad de los aportes. Este fondo es el escenario de la clientelización, en tanto los criterios de afiliación son establecidos por el gobierno de turno y la legislación no diseño ninguna clase de control social sobre el manejo del mismo
.

La coexistencia de un régimen de reparto con otro de ahorro individual conduce a la competencia ; y como en Chile, la transición opera mediante el reconocimiento de los bonos pensionales que se expiden cuando el trabajador decide pasar del sistema público al de ahorro individual.  De esta forma, la deuda previsional que era implícita y tenía un carácter social se privatiza y se hace explícita repercutiendo directamente en el déficit fiscal de la nación.  El hueco fiscal causado por la transición se desconoce, no se tiene un cálculo aproximado del valor de los bonos pensionales por cuanto no se han realizado estudios acerca del ciclo de vida laboral del trabajador colombiano
. En Chile el costo de la transición fue del 4% del PIB durante cada año.

La discusión que se ha desarrollado entre los economistas de la corriente principal y en especial con las propuestas elaboradas por el Banco Mundial con la OIT y la Asociación Internacional de Seguridad Social han puesto de presente que sí bien los sistemas de reparto han sido vulnerables a la presión política y han permitido instaurar un cierto monopolio que ha favorecido a los grupos de mayor acceso al Estado
, el sistema de ahorro individual tiende a favorecer los procesos de concentración del capital, además de reducir significativamente la tase de reemplazo, es decir que la pensión que se le liquida al afiliado dista bastante de los niveles salariales que se obtuvieron durante la vida activa del trabajador.

La experiencia Chilena muestra cómo el mercado de capitales se ha venido concentrando;  en 1986 “tres consorcios financieros estadounidenses adquirieron la mayoría de las acciones de las Administradoras de los Fondos de Pensiones (AFP), con lo cual obtuvieron el control de más del 60% de los fondos previsionales chilenos.  A mediados de 1995 había 18 AFP, de las cuales sólo tres concentraban el 68.7% de los afiliados, 54.1% de los fondos de pensiones y 74.6% de las utilidades”
.  El ahorro nacional derivado del trabajo es manejado por consorcios financieros nacionales y extranjeros del cual obtienen significativas ganancias y gran poder económico al formar parte de otras empresas.

Los grupos económicos y los fondos privados de pensiones de origén extranjero han monopolizado en Colombia el régimen de ahorro individual; de acuerdo con la información reportada por la SuperIntendencia Bancaria en marzo de 1999  los Fondos de Pensiones Privados (FPP) presentaban una alta concentración : el fondo Porvenir, del grupo Sarmiento Angulo (Aval), tenía una participación del 27%; Protección, del Sindicato Antioqueño, 21%; Colfondos, del City Bank, 16%; Horizonte, del Banco Vilvao Bizcaya, 13 %; Colmena, del grupo Fundación Social, 9%; Colpatria, de la familia Pacheco, 7%; Davivir, del grupo Bolívar, 5.3% y Pensionar con el 2.4%.  Esta composición no ha variado substancialmente desde el inicio del sistema de ahorro individual, si se toman los cuatro fondos más grandes se encuentra que concentran el 77% del volumen de ahorro generado por los afiliados a dicho régimen, circunstancia que permite clasificar la actividad como oligopolio altamente concentrado.

2.  COMPORTAMIENTO DEL SISTEMA PENSIONAL COLOMBIANO 1996-1999

Como se ha señalado en párrafos anteriores, entre los argumentos que utilizó el gobierno para reformar el sistema de seguridad social se encuentra su baja cobertura y la necesidad de usar los recursos monetarios provenientes de las cotizaciones para fortalecer el mercado de capitales.  En esta sección se presentarán algunos indicadores que permitan observar la evolución del sistema de seguridad social en esos dos campos.

2.1. COBERTURA Y AFILIACION AL SISTEMA PENSIONAL

La baja cobertura del sistema pensional antes de la reforma de 1993 se asociaba, en parte, a la manera como se aplicó el proyecto original de seguridad social (Ley 90 de 1949), en la cual se contemplaba la inclusión de todos los trabajadores, sin embargo, nunca se produjo la reglamentación para el ingreso de los trabajadores independientes, de tal suerte que solo quedaban cubiertos los trabajadores cobijados en una relación salarial.  No obstante, el conjunto de estos trabajadores tampoco estaban cubiertos dados los fenómenos de evasión y elusión al sistema.  

El establecimiento de un sistema de ahorro individual suponía que un mayor interés por parte de los trabajadores induciría a eliminar esos problemas de evasión y elusión, toda vez que el trabajador encontraría en el crecimiento de su ahorro la posibilidad de obtener una pensión.  De otra parte, el aumento de los aportes permitiría incrementar el ahorro y con la flexibilización en el manejo de las reservas pensionales se podría fortalecer la inversión y por esta vía reactivar la demanda de trabajo, extendiendo la relación salarial y por ende la cobertura.

Pese a este pronóstico gubernamental el resultado a lo largo del período no es muy halag(eños.  Si bien en los primeros años de funcionamiento de la reforma, se presentó un crecimiento en el número de afiliados, lo que se ha manifestado posteriormente es un incremento del número de cuentas inactivas, es decir, de aquellas personas que fueron afiliadas, pero han dejado de cotizar.

En el cuadro No. 1 se aprecia cómo la proporción de afiliados con respecto a la población trabajadora ha crecido paulatinamente, pero en 1999 es apenas del 49%.  Este fenómeno se explica porque a pesar de la reforma el régimen pensional no se ha extendido al sector agrícola y es muy baja la proporción de trabajadores por cuenta propia que se encuentra afiliado.  No obstante, el crecimiento de la cobertura de afiliación debe estudiarse con más detalle pues el número de personas que están afiliadas y sin embargo no se encuentran cotizando es considerable; en estos últimos ha descendido paulatinamente el porcentaje de cotizantes activos, el cual pasa de 52% en 1997 a 48% en 1999.  Tomando en cuenta sólo a los afiliados que efectivamente están cotizando se encuentra que la cobertura efectiva es de apenas el 23% en 1999

  Cuadro No.1  Comportamiento de la afiliación y la cobertura al régimen 

pensional.  Colombia 1994-1999
Años
Afiliados
Cobertura 
Afiliados 
Cobertura 


Total
RPM
RAI
Afiliación
Cotizantes
cotizantes

1995
4.356.710
72%
28%
23%
nd
nd

1996
4.934.900
62%
38%
32%
nd
nd

1997
6.539.349
67%
33%
40%
 3.400.461
 20.9%

1998
7.267.088
64%
36%
45%
 3.706.215
 22.8%

1999
7.698.990
60%
40%
49%
 3.695.515
 23.6%

RPM:  Régimen de prima media, corresponde al sector público

RAI:  Régimen de ahorro individual, corresponde al los Fondos Privados (FPP)

Fuente:  Superintendencia Bancaria. Administradoras de Fondos de Pensiones
Sin lugar a dudas, existe una estrecha relación entre la dinámica seguida por el mercado laboral y el comportamiento de la afiliación.  La evolución del empleo en el país tiene como plataforma la reglamentación del mercado de trabajo promulgada con la Ley 50 de 1990, de reforma laboral.  Según el gobierno, la legislación anterior obstaculizaba el fortalecimiento de las contrataciones y elevaba los costos de operación; por tanto, tales restricciones debían suprimirse si el país quería entrar por la senda de la competitividad internacional.  En esta perspectiva, la reforma debía “fomentar el empleo productivo, estable y bien remunerado, en un ambiente que estimule la confianza en la inversión empresarial; propicie el fortalecimiento de los trabajadores y sus organizaciones como factores esenciales del proceso social, y favorezca la armonía de las relaciones entre empleadores y asalariados en un contexto de participación real”

Esta legislación se orientó en gran medida a flexibilizar la contratación individual, de tal manera que se permitiera la reducción de costos laborales para los patronos y se aumentara el nivel de acceso a los trabajadores temporales.  Se establecieron normas en torno a la eliminación de la presunción de contrato laboral, de la acción de reintegro y de la pensión sanción; se modificó el tiempo estipulado para los contratos a término fijo; se reglamentó el funcionamiento de las empresas de servicios temporales; y se transformó el sistema de pago de cesantías.

La flexibilización del mercado laboral quedó inserta en las medidas bajo la estrategia de estrategia de apertura económica, la cual no ha reportado resultados enteramente satisfactorios.  Pese al importante crecimiento del PIB entre 1992 y 1994, los años siguientes son descenso vertiginoso y tras una leve recuperación en 1997 se vuelve a la fase depresiva, llegando a un nivel crítico por cuanto en 1999, el crecimiento fue negativo equivalente al  -4.48%.  Lo que se ha manifestado es una desaceleración del ritmo de crecimiento de las exportaciones no tradicionales y de la producción industrial, bajos incrementos en la productividad total del sector de bienes transables, caída de la tasa de ahorro y fuerte déficit externo privado
.  

Como se observa en el cuadro No.2, el descenso en la producción ha estado acompañado de caídas importantes en la inversión y en el nivel de ocupación, al punto que en 1999 se registra un descenso del 3.5% en el empleo, dando lugar a una tasa de desempleo del 20%.  Este escenario ha conducido a debilitar cada vez más el empleo formal de contratación directa por el empleador y fortalecer la informalidad, el empleo temporal y el sector de trabajadores por cuenta propia.

Cuadro No.2.  Tasa de crecimiento y de interés real.  1994-1999

Año
Tasas de crecimiento (%)


Producción
Inversión
Ocupación
Activos Financieros

1995
5.4
6.1
2.4
12.5

1996
2.0
-12.0
-1.8
11.3

1997
3.2
2.8
4.8
8.3

1998
0.4
-9.2
0.0
-4.5

1999
-4.5
-29.0
-3.5
1.3

Fuente:  DNP.  Indicadores de coyuntura.   Banco de la República, Revista
Esta situación es aún más delicada si se tiene en cuenta la presencia de un régimen de bajos salarios, puesto que cerca del 75% de los trabajadores a nivel nacional devenga menos de tres salarios mínimos (SML).  Entre los afiliados a los fondos privados de pensiones no parece haber una situación distinta a la que se manifiesta para el conjunto del país.  A lo largo del período el porcentaje de trabajadores que devenga hasta 2SML ha descendido en apenas 3 puntos, situándose en 77% del total de afiliados en 1999.  

Cuadro No.3.  Distribución de los afiliados a los Fondos de Pensiones, según rango salarial

Año
Rango Salarial en salarios mínimos legales (SML)
Total


Hasta 2
Más de 2  a  4 
Más de 4 a 7
Más de 7


1994
80%
14%
4%
2%
100%

1995
79%
14%
4%
3%
100%

1996
77%
14%
5%
3%
100%

1997
76%
14%
6%
4%
100%

1998
76%
14%
6%
4%
100%

1999
77%
14%
5%
4%
100%

Un SML mensual en el año 2000 equivale a US$130

Fuente:  Superintendencia Bancaria.  Administradoras de Fondos de Pensiones
La pérdida de dinamismo de la producción y del empleo contrasta con el importante crecimiento del sector financiero a lo largo del período, entre 1991 y 1996 el índice de profundización pasa de 30 a 40%.  Como se señala en el cuadro No.2,  la tasa de aumento de los activos financieros aunque con tendencia descendente es considerablemente superior a la de la inversión hasta 1997; en junio de 1998 se hace evidente la crisis del sistema financiero y el gobierno inicia políticas de recapitalización del sistema, evitando, de esta manera, un mayor impacto sobre la economía y las presiones para ejercer represión financiera, bajo estas circunstancias los activos del sistema registran una tasa decreciente, aunque en menor proporción a la que lo hace la inversión y ya en 1999 una ligera recuperación.  La combinación entre el decrecimiento del sector real y el avance del sistema financiero, es una alerta frente al proceso de financiarización que la economía colombiana estaría compartiendo con la economía internacional
.

2.2  PORTAFOLIO DEL SISTEMA PENSIONAL

En 1990 una vez restablecida la liquidez y solvencia del sistema financiero, que habían sido afectadas por la crisis de los años ochenta, el gobierno inició un profundo proceso de reforma.  Los argumentos expuestos por el gobierno tenían que ver con la falta de competencia del sector la protección frente a la inversión extranjera, la elevada participación del capital oficial y los excesivos controles realizados por medio de inversiones forzosa y encajes, que impedían un desempeño eficiente del sector.

La reforma permitió la entrada de nuevos intermediarios al sector, se flexibilizaron los procedimientos de fusión, cesión y liquidación de entidades, se autorizó la participación hasta del 100% de inversión extranjera y se extendió la gama de operaciones permitidos a las entidades.  Igualmente, se suprimieron las inversiones forzosas, el crédito de fomento, se disminuyeron las exigencias de encaje para los diferentes tipos de depósito, se prohibió la imposición, por el Banco de la República, de controles permanentes sobre las tasas de interés. También, se estableció que la divisas podían ser negociadas a través del sitema financiero y no sólo por el Banco de la República, se liberó el endeudamiento externo dentro de la apertura de la cuenta de capitales y se adoptó un esquema intermedio entre la banca especializada y la banca múltiple.

A partir de la reforma se incrementó el número de entidades, especialmente del sector bancario y de las compañías de financiamiento comercial, sin embargo, el resultado ha sido de una mayor concentración del sistema, debido al aumento de las fusiones y adquisiciones y a la desaparición de pequeños intermediarios. Por su parte, la inversión extranjera se ha presentado a través de la compra de entidades nacionales de tamaño importante
.   Sin embargo, este crecimiento no ha estado acompañado de disminuciones importantes en el margen de intermediación, que resultan muy elevados con respecto a los estándares internacionales, en 1995 se ubicaba en el 10.8% y en 1999 pasa a 8.89% porcentaje equivalente al que se presentaba en 1994.  Este comportamiento de los bancos nacionales se asocia a una operación menos eficiente y a una actitud menos prudente frente al riesgo si se le compara con los bancos extranjeros
.

La apertura de la cuenta de capitales y la liberación financiera se produjeron en forma simultánea a una significativa entrada de capitales; circunstancias que produjeron, por una parte un exceso de liquidez que se tradujo en un boom crediticio y a la revaluación de la tasa de cambio.  Bajo el carácter de Banca Central autónoma, al Banco de la República se le fijaron como tareas responder por la meta de inflación y contrarrestar los impactos causados por las variaciones de los capitales internacionales. La afluencia de capital internacional fue respondida inicialmente con medidas monetarias restrictivas, que actuaban en contravía de la liberación; posteriormente se privilegiaron las operaciones de mercado abierto y la emisión de títulos de tesorería; con esta última medida, la política fiscal quedó atada a la monetaria
.

Uno de los efectos de este manejo de política fue el crecimiento de la tasa de interés, que como se puede observar en el cuadro No.4 registra el 27.4% en términos reales.  De otra parte, la contribución del endeudamiento del gobierno en el control monetario significó un importante crecimiento del déficit fiscal; que bajo condiciones de elevado ascenso de la tasa de interés se traduce en mayores costos para el gobierno.  En compensación a esta tendencia el gobierno insiste en la reducción de sus gastos y la aceleración del proceso de privatización de empresas estatales.

Cuadro No.4

Tasas de interés y déficit fiscal 1996-1999


1996
1997
1998
1999

Tasas de interés reales

Activa
27.4
16.8
28.7
14.6

Pasiva
16.9
6.6
19.1
6.4



Déficit fiscal % PIB
-2.0
-3.1
-3.7
-4.5

Fuente:  DNP.  Indicadores de coyuntura.   Banco de la República, Revista
Otro elemento que vale la pena tomar en cuenta, es que la liberación del sistema no ha estado acompañado de un cuerpo regulatorio y de vigilancia que valore su desempeño; este es uno de los importantes elementos que están presente en la crisis financiera ocurrida a mediados de 1998.  

Como se ha mostrado en el cuadro No.1, a partir de 1996 se evidencia un importante decrecimiento en la actividad económica, lo que conduce a que los deudores no puedan cumplir con sus obligaciones con el sistema financiero, situación que provoca serios problemas de cartera. Tal vez el caso más sonado lo constituyó la crisis de deudores de vivienda que habían adquirido créditos hipotecarios mediante el sistema denominado de UPAC, lo que condujo a cambiar el sistema de liquidación de los créditos al amparo de la emergencia económica(decreto 2331/98); esta crisis social que afecto a grupos de medianos ingresos repercutió en un fuerte desprestigió del capital financiero y de paso se suprime la posibilidad de una privatización del sistema pensional.  El detonante de la crisis se observa cuando las medidas adoptadas por el Banco de la República para defender la banda cambiaria, inducen un exagerado crecimiento de la tasa de interés
; a partir de entonces es significativo el deterioro de los indicadores de rentabilidad, calidad de cartera y solvencia.   En esta situación, una vez más en la historia de Colombia, el gobierno intervino para solventar la crisis
.

Los recursos manejados por el sistema pensional, en vez de generar un contrapeso a la tendencia del sistema financiero y fortalecer la inversión productiva (como lo propuso el gobierno en la reforma), se insertan en esta dinámica especulativa.  

 Luego de las fases crecientes de los primeros años de la reforma, en que el total de activos del sistema pensional crecían a tasas superiores al 40%, se presenta una importante caída de dicha tasa en 1998 y se recupera en el año siguiente. En 1999 el portafolio del sistema de pensiones tiene un valor equivalente a cerca del 16% de los activos movilizados por los bancos (Banco de la República y bancos creadores de dinero), esta participación ha sido creciente a lo largo del período, en 1995 era de apenas el 9%.

Al observar la composición del portafolio de los Fondos Privados se encuentra en el balance del período 1996-1999 más de la mitad de los recursos se orientan al sistema financiero, más de la cuarta parte al gobierno y un 17% al sector privado no financiero.  Por su parte, los recursos movilizados por el régimen de prima media (que equivalen a 1.24 veces los activos de los FPP en 1999) se orientan completamente al sector público. 

Cuadro No.5.  Portafolio de los FPP según sector

Sector
1996
1997
1998
1999

Público
30%
22%
24%
36%

Financiero 
58%
54%
56%
51%

Privado no financiero
12%
24%
20%
13%

Total
100%
100%
100%
100%

Fuente:  Superbancaria.  Administradoras de Fondos de Pensiones y Cesantías

La importancia de las colocaciones en los sectores público y financiero obedece especialmente a la compra de títulos de tesorería y bonos de deuda pública (en conjunto 33% en 1999), así como a la colocación en certificados de depósito a término y la compra de bonos del sector financiero (en suma 38% en 1999); otro segmento significativo de los activos de los FPP es la titularización cuya participación alcanzó en 1999 el 10%.    Como se ha señalado, este comportamiento estuvo guiado por los elevados niveles de la tasa de interés real, que se han producido desde la desregulación del sistema financiero y que en 1998 a pesar que la crisis del sistema permanecieron exageradamente altas y sólo descienden un poco con los acuerdos entre el gobierno y los banqueros para reducir las tasas nominales de interés en 1999. Por otra parte, el persistente crecimiento del déficit fiscal ha estimulado el incremento de la tasa de interés y de los capitales que circulan en el sistema financiero.

Cuadro No.6  Distribución del portafolio de los FPP
PORTAFOLIO
1996
1997
1998
1999

TES
6%
9%
11%
22%

CDT
11%
16%
18%
21%

BSF
36%
26%
24%
17%

BDP
6%
9%
9%
11%

Titularización
8%
11%
12%
10%

Otros
33%
29%
26%
19%

Total
100%
100%
100%
100%

TES:  Títulos de tesorería.          
BSF: Bonos del sector financiero

BDP: Bonos de deuda pública
 
CDT: Certificados de depósito a término

Fuente:  Superbancaria.  Administradoras de Fondos de Pensiones y Cesantías.

DNP.  Indicadores de coyuntura

La composición del portafolio del sistema pensional no deja lugar a dudas sobre el carácter especulativo con que se manejan los recursos.  Esta circunstancia alerta sobre la contradicción entre la naturaleza de los fondos de pensiones, que deben lograr la mayor rentabilidad en las cuentas de sus afiliados y la necesidad de dotar de capitales a la inversión.  En el caso colombiano la correspondencia entre el comportamiento del sistema financiero y la distribución del portafolio del sistema pensional está relacionada con varios factores.  El primero de ellos es que la baja cobertura del sistema pensional y sus limitadas posibilidades de crecimiento no da lugar una importante impacto de las reservas pensionales dentro de los activos financieros, tal que se pueda cambiar la tendencia del sistema financiero.  En segundo lugar, los Fondos Privados están integrados dentro del sistema de banca múltiple, los recursos movilizados están altamente concentrados y el sistema financiero es de carácter oligopólico.  En tercer lugar, el crecimiento de la deuda interna ha sido un estímulo al crecimiento de la tasa de interés, situación que en conjunto estimula decisiones especulativas.

3.  LA NUEVA PROPUESTA DE REFORMA

Los economistas de la corriente principal y el Banco Mundial siempre han considerado que las reformas de segunda generación son un paso para posteriormente hacer una tercera reforma que conduzca a la privatización completa de los regímenes pensionales. Con ello  y según la ortodoxia neoliberal se favorecen los activos financieros de largo plazo, controlados por instituciones financieras, en vez de la inversión en bienes raíces, en metales preciosos o la tierra; de ahí la necesidad de crear talanqueras al retiro de ahorros pensionales durante la vida activa de los trabajadores e instaurar el monopolio del sistema privado.  

Una nueva reforma al sistema de seguridad social se empezó a discutir desde la aprobación de la Ley 100 de 1993, particularmente por los sectores más ortodoxos que esperaban la supresión del régimen público y la primacía del sistema de ahorro individual.  Para el Banco Mundial en su informe Envejecimiento sin crisis, la Ley 100/93 debía ser considerada como de transición y se espera pasar al imperio del monopolio privado; por ello afirmaba que, “mientras llega el momento para una segunda parte de la reforma legal del sistema pensional colombiano, quizá cuando se haya legitimado el sistema de ahorro individual por la tendencia de adhesión de los afiliados jóvenes y por los resultados iniciales, y cuando se pueda proveer legalmente un cierre a largo plazo pero definitivo del sistema de prima media, conviene  darle a éste un rumbo más definido que el previsto explícitamente en la ley 100”
.  
A finales de julio de 1999 el gobierno presentó una propuesta para modificar el sistema de seguridad social; esta nueva reforma está contemplada dentro de las acciones que el gobierno se compromete a emprender en el marco del “Acuerdo extendido de Colombia con el Fondo Monetario Internacional”. En ese documento el gobierno se propone como objetivos:  la consolidación fiscal, la reestructuración del sector financiero, la flexibilización de la tasa de cambio  y la implementación de una agenda de reformas estructurales
. La opción de reforma al sistema pensional por la cual se inclina el gobierno - ante el desprestigio del sector financiero y frente a la imposibilidad política de cerrar definitivamente el ISS- es hacer ajustes que conduzcan a la crisis definitiva del sistema de prima media.  

Este acuerdo expresa claramente la intención gubernamental de continuar con la política de desregulación económica, combinada con búsqueda de estabilidad macroeconómica.  Un primer paso en esta última dirección es la reducción de la inflación, en la que el gobierno hace descansar sus expectativas de expansión del empleo y mejoramiento del nivel de vida de la población.  El componente de la consolidación fiscal, dependerá de la puesta en marcha de las reformas estructurales del sector público, del fortalecimiento del recaudo, la nueva reforma tributaria, los costos fiscales de la recuperación del sector financiero y la reducción del gasto público.  

En septiembre de 1999, el Banco de la República abandonó el sistema de bandas cambiarias y permitió la libre flotación de la tasa de cambio; según la autoridad monetaria, con ello se absorberán mejor los choques externos, reducir la especulación contra la moneda y aplicar una política antinflacionaria.  La tasa de cambio libre estará acompañada del desmonte de los subsidios a las exportaciones que aun persisten y una mayor acercamiento a las reglas de la Organización Mundial del Comercio y del Pacto Andino. 

Dentro del ramo financiero se continuará con la recapitalización de instituciones y la venta de bancos del sector público.  Por su parte, la política monetaria residirá en las operaciones de mercado abierto.

En materia fiscal los cambios se iniciaron en 1998 con la eliminación de los fondos de cofinanciación; se redujo y flexibilizó el sistema de rentas con destinación específica, se liberó el precio de la gasolina, se presentó una reforma tributaria para aumentar la base del impuesto a la renta,  extender el impuesto al valor agregado (IVA) a las transacciones financieras y continuar con las privatizaciones de empresas públicas.

Entre las reformas estructurales se encuentra la de seguridad social en pensiones.  Para el gobierno resulta urgente superar los problemas fiscales creados por la existencia de los bonos pensionales, por ello considera que “El efecto fiscal más importante de estas reformas se sentirá cuando la transición al nuevo régimen de seguridad social se haya completado en el año 2010, ahorrando cerca del 0.5% del PIB permanente”
.  Para conseguir estos objetivos la reforma pensional está orientada a lograr mayores niveles de cotización y menores beneficios para los pensionados, especialmente los del sistema de prima media, es decir del pilar público.

Como parte de los cambios propuestos se encuentran
: ampliación en diez años de la base de cálculo de la pensión; para todos aquellos que se pensionen el monto de la mesada se calculará con base en los últimos 20 años de  cotización anteriores al reconocimiento de la pensión.  Está nueva fórmula disminuye el monto de la pensión, pero a su vez aumenta los requerimientos de ahorro para obtenerla.  De otro lado, para obtener la garantía de pensión mínima se requiere cotizar 1500 semanas, es decir, 350 semanas más.

En lo atinente al régimen de prima media se aumenta en 300 semanas el requisito mínimo de cotización; se incrementa en cinco años la edad mínima; se disminuye la porción de incremento de la mesada al que hay lugar cuando se cotiza más allá de las semanas mínimas requeridas; finalmente, asciende en 124 el número mínimo de semanas cotizadas cuando se trata de la pensión de invalidez y de sobrevivencia.  

Las medidas aquí enunciadas ponen en evidencia el carácter fiscal con que el gobierno aborda el tema de la seguridad social, pues ellas tienen que ver con el reconocimiento del bono pensional a todos aquellos afiliados que decidan trasladarse del régimen prima media al de ahorro individual, bono que corre a cargo del fisco nacional.  Igualmente, estas determinaciones se constituyen en un desestímulo para que los afiliados permanezcan en sistema público y por el contrario se acelere la vinculación al privado.

Así las cosas, al observar la nueva propuesta de reforma pensional en el conjunto de las políticas adoptadas por el gobierno y el desenvolvimiento del sistema financiero, se hace manifiesto el interés de fortalecer el capital financiero por la vía del manejo de las reservas del sistema pensional a través no sólo del manejo de nuevas cotizaciones, sino también de las transacciones con los bonos pensionales que serían posible si hay traslados entre los regímenes.  Desafortunadamente, estas medidas están actuando en contra de una vida decorosa en la vejez., que para el caso colombiano es mirada como un privilegio. Según la Encuesta de Calidad de Vida (Dane 1997) de un total de 4.703.783 de personas mayores de 55 años sólo 812.814 disfrutan de la pensión, lo que representa una cobertura del 17.28%

CONCLUSIONES 

La reforma al sistema pensional colombiano, enmarcada en los requisitos de flexibilidad que demandaba la estrategia de apertura económica y en las propuestas de individualización de los sistemas pensionales, tenía una confianza excesiva en la capacidad de los recursos de la seguridad social para dinamizar el mercado de capitales y del incentivo individual para aumentar la cobertura de afiliación.   Los resultados luego de seis años de aplicación de la reforma muestran un lento crecimiento de la afiliación y un magro impacto sobre el mercado de capitales.

Los factores explicativos de dicho comportamiento señalan que la expansión del sistema de seguridad social no depende del régimen de pensión por el que se opte, sino de elementos más estructurales, tales como la dinámica del mercado laboral.  De otra parte, la implantación del régimen de ahorro individual administrado por Fondos Privados no hizo posible romper con la estrechez del mercado de capitales, dada su articulación a los grupos financieros económicos y su concentración, pues fueron absorbidos por la tendencia especulativa del sistema financiero.

Si se tienen en cuenta estas condiciones, una propuesta de reforma que intenta dotar de mayores recursos a los fondos privados, a la vez que disminuye los beneficios para los afiliados al régimen de prima media, no contribuirá de manera importante al crecimiento económico y si desmejorará las condiciones de vida de la población.   Esta situación puede tornarse más delicada, si el gobierno insiste en la profundización de las reformas estructurales iniciadas con la década del noventa, entre las cuales se encuentra una mayor flexibilización del mercado laboral.

Igualmente, una mayor tendencia a la individualización del sistema pensional, actúa en contra de la necesidad de reconstituir el tejido social, lo cual debe ser un compromiso fundamental de la sociedad.  Frente a la inestabilidad en el empleo, la alta rotación laboral y la caída de los ingresos laborales, modificar la edad para tener derecho a una pensión así como el  aumentar el número de semanas cotizadas  restringirán aún más la posibilidad de tener derecho a una pensión y de soslayo permite que el capital financiero retenga por mayor tiempo el ahorro de los trabajadores colombianos. 

De otra parte, la reforma busca el cierre definitivo del  sistema de prima media, por cuanto  al modificar el cálculo de la mesada pensional, el cual se hará ya no sobre el promedio salarial de los último diez años sino con base a lo devengado durante los último veinte años, se produce una disminución de los niveles pensionales y por esta razón se originara  un traslado masivo de afiliados hacia los fondos privados. Finalmente los problemas de clientelización de subsidios a la demanda que tiene el sistema de pensiones se dejan intactos, en todo el proyecto no se hace ninguna mención al Fondo de Solidaridad Pensional Prosperar.
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